LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO – Consejo de Estado – Liquidación bilateral – Liquidación unilateral – Disposición legal 

[…] haciendo referencia a otros fallos, que cuando termina un contrato, normal o anormalmente, y no existe acuerdo entre las partes, la Administración debe liquidarlo unilateralmente; que si bien la ley no fija plazos para efectuarla de mutuo acuerdo, encuentra que el “término plausible” debe ser el de cuatro meses contados a partir de aquella terminación. 

En cuanto a la liquidación unilateral dicha sentencia expresó que si no se logra acuerdo entre los contratantes, después de vencidos los cuatro meses, la Administración debía liquidar unilateralmente el contrato dentro de los dos meses siguientes […]

Este criterio jurisprudencial fue el que finalmente se convirtió en disposición legal al consagrar, de un lado, el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 que los contratos debían liquidarse dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su terminación y al prever, de otro lado, el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 que si la administración no lo liquidaba dentro de los dos (2) meses que siguen al plazo establecido legal o convencionalmente para ello, el interesado podía acudir para ese efecto ante la jurisdicción, dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar.
CADUCIDAD DE LA ACCIÓN – Transcurso del tiempo – Declaratoria de oficio – Efecto frente a personas – De orden público 

La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado.

La caducidad produce sus efectos frente a todas las personas sin que sea admisible ninguna consideración sobre determinada calidad o condición de alguno de los sujetos que interviene en la relación jurídica o que es titular del interés que se persigue proteger mediante la respectiva acción.

Finalmente la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada, no se suspende y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley.
CADUCIDAD DE LA ACCIÓN − Código Contencioso Administrativo − Artículo 136 -Numeral 10
Así las cosas, para el caso de la acción contractual, el Código Contencioso señala en el artículo 136 numeral 10 que el término de caducidad será de dos (2) años contados  a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. Es decir, que pasados dos años desde la fecha de la ocurrencia de las circunstancias que dan origen a la acción, el Juez de conocimiento deberá decretar probada la excepción de caducidad, aun si la parte demandada no lo ha solicitado. 
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN C

Consejero ponente: JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Bogotá D.C., quince (15) de octubre de dos mil quince (2015).

Radicación número: 25000-23-26-000-2010-00409-01(48656)

Actor: VINDICO S.A. - CONSTRUCTORA A&C S. A.

Demandado: BOGOTÁ DISTRITO CAPITAL - SECRETARÍA DE EDUCACIÓN
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Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 17 de mayo de 2013 proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección C de Descongestión, mediante la cual se negaron las pretensiones de la demanda.

I. ANTECEDENTES

1. Lo pretendido

El 23 de junio de 2010
, las sociedades Vindico S.A. y Constructora A & C S.A., miembros del Consorcio TDF, presentaron demanda contra Bogotá Distrito Capital-  Secretaria de Educación, donde solicitan la declaratoria de incumplimiento del contrato del obra No. 284 del 28 de diciembre de 2005, la nulidad del Acta de Liquidación Final del mismo, que se declare responsable a la entidad demandada por los perjuicios materiales originados por las actuaciones, abstenciones, hechos y omisiones.

Como consecuencia de la anterior declaración, pide que se condene a la accionada al reconocimiento y pago de los mayores costos administrativos, la variación de precios de materiales, los costos jurídicos, los intereses moratorios y la indexación.
2. Como fundamento de sus pretensiones, la parte actora expuso los hechos que la Sala sintetiza así:

El 28 de diciembre de 2005, los demandantes y la demandada suscribieron el contrato No. 284, cuyo objeto era la ejecución de las obras para el mejoramiento integral (incluye reforzamiento y mejoramiento), de acuerdo a los planos, detalles, especificaciones y cantidad de obras entregadas por la SED de la Institución Educativa COUNTRY SUR

El plazo de ejecución del contrato se pactó en 8 meses y como valor se convino la suma de $3’003’385.963.31

Según lo acordado en la cláusula cuarta, correspondía a la Secretaría de Educación obtener y entregar las licencias necesarias para la ejecución del contrato. Sin embargo, en comité realizado el 19 de enero de 2006, entre la entidad contratante, el contratista y la interventoría, en donde se determinó que la Secretaria de Educación entregaría una comunicación a la interventoría y al contratista, que autorizaba a este último para iniciar las obras mientras se culminaban los trámites de la licencia de construcción que adelantaba la entidad pública.

Efectivamente mediante oficio No. 413-S012163 del 25 de enero de 2006, la Secretaría de Educación autorizó el inicio de las obras sin la previa expedición de licencias y el 21 de marzo de 2006 se suscribió el acta de inicio.

Aseveró el actor que ante el inicio de las obras sin licencia de construcción se instauró una acción popular, que hizo que el consorcio se viera obligado a contratar abogados para asumir su defensa, lo cual le ocasionó perjuicios económicos. 

Adicionalmente, señaló que en ejecución del contrato se encontraron fallas en la coordinación entre los planos arquitectónicos y de éstos con los estructurales y con los detalles constructivos.

Que la falta de estudios y diseños definitivos y las deficiencias en la planificación de las actividades a desarrollar en la ejecución del contrato, hicieron necesaria la modificación del valor y el plazo del contrato y causó mayor permanencia en obra y aumento del costo administrativo.

Que en febrero de 2006, los planos no tenía la firma del consultor; en septiembre, todavía no se contaba con licencia de construcción; en octubre del 2006 aún no existían planos oficiales y que por lo tanto, se suscribieron cinco modificaciones y una suspensión al Contrato  No. 284 de 2005 por lo que el mismo culminó hasta el 17 de agosto de 2007,  fecha en la cual se entregaron las obras terminadas a satisfacción. 

Así mismo, refirió que mediante el oficio No. CS-001-08 del 21 de enero de 2008 solicitó a la interventoría y a la Secretaría de Educación Distrital que en el acta de liquidación se dejara constancia explícita y clara que el Consorcio PDF no renunciaba reclamar de la Administración la vía administrativa, el restablecimiento de la cuestión financiera cuando incumplimiento de las pretensiones se torna excesivamente onerosa, por hechos y  circunstancias extraordinarias, imprevistos ajenos a su voluntad, que han ocurrido con posterioridad a la celebración del contrato. Que esta solicitud no fue tenida en cuenta por la Secretaría de Educación Distrital al elaborar el acta de liquidación del Contrato del 27 de junio de 2008, pues en un acto de mala fe indujo a error al Representante legal del Consorcio para que suscribiera un acta que no contenía la solicitud del consorcio.

Que con radicado No. E-2008-029587 del 18 de febrero del 2008 presentó reclamación por valor de $562.322.454,20,  por concepto de administración e imprevistos, variación de precios de materiales, atención jurídica de la acción popular.  

Que el 27 de junio de 2008, la interventoría avoca la liquidación del contrato enviando un borrador al contratista de la terminación del contrato con fecha 27 de junio de 2008 y del acta de liquidación del contrato también con fecha del 27 de junio de 2008 y sostiene el libelista, que firmó dicha Acta de liquidación con la convicción de que se trataba de una copia del acta de terminación del contrato; sin embargo, una vez se dio cuenta del error se retractó de su firma y solicitó la devolución del documento que había firmado.

Finalmente señaló, que mediante oficio No. CS-012-2008 del 21 de julio de 2008 pidió la inclusión del acápite de reclamaciones en el acta de liquidación final del contrato y se retractó de la firma plasmada en el formato de acta de liquidación final que había sido enviada junto con el acta de terminación del contrato. Lo anterior, al darse cuenta de que de forma involuntaria y por error se había firmado no solamente terminación del contrato sino también en el acta de liquidación del mismo.

Dice el libelista que en consecuencia, el acta de liquidación final se encuentra viciada por existir error en el consentimiento del representante legal del Consorcio TDF y por no ser un acto administrativo si no un contrato, el cual es ley para las partes una vez suscrito por todas las partes y no por una sola.

Que el acta de liquidación del contrato se expidió violando el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, que da la facultad al contratista de dejar salvedades en la liquidación de mutuo acuerdo, al no permitirse inclusión, toda vez que la entidad tenía conocimiento de  las reclamaciones presentadas por el contratista y de su decisión de no renunciar a ellas.

Que la entidad de forma abusiva y violando el principio de la ecuación financiera lo llevó a error para que firmara el acta de liquidación final del contrato, con su actuación temeraria de adjuntar el acta de terminación con el acta de liquidación final del contrato para su firma.

Que el acta de liquidación del contrato está viciada en el consentimiento por error, situación que permite se invoque su nulidad a fin de que se restablezca al contratista el derecho a dejar salvedades en el acta de liquidación final del contrato y a presentar  las reclamaciones judiciales que así considere.

3. El trámite procesal

El 12 de agosto de 2010
, admitida y notificada la demandada por el Tribunal Contencioso Administrativo de Cundinamarca, el asunto se fijó en lista y la accionada le dio contestación
 el 11 de octubre de 2010, oponiéndose a las pretensiones formuladas y excepcionando ausencia de responsabilidad de la entidad por culpa exclusiva del contratista, falta de legitimación en la causa por parte pasiva en cuanto a la Secretaria de Educación, inexistencia del nexo causal entre la conducta del demandado y el daño cuya reparación se demanda, inexistencia de la obligación de indemnizar por parte de la Secretaria de Educación y caducidad de la acción contractual.

El 25 de noviembre de 2010
, el Tribunal admitió al reforma a la demanda y ordenó su notificación a la entidad demandada, la cual contestó la reforma a la demanda el 17 de febrero de 2011
 y reiteró lo manifestado en la contestación.

En 19 de mayo de 2011
, el Tribunal decretó la practica de pruebas pedidas por la partes. 

Vencido el periodo probatorio
, se corrió traslado a las partes y al Ministerio Público para que alegaran de conclusión, oportunidad que fue aprovechada por la parte demandada
, demandante
 y por la vista pública
.

II.  LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL 

En providencia del 17 de mayo de 2013
el Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección C de Descongestión, resolvió no acceder a los pedimentos de la demanda.

Como fundamento de su decisión, el A quo trata varios temas en su providencia:

1. Caducidad de la acción: Inicia por determinar si ha operado en el presente asunto el fenómeno de la caducidad, para lo cual señala que el acta de liquidación del contrato de obra No. 284 del 28 de diciembre de 2005 se firmó el 27 de junio de 2008, por lo tanto, la caducidad de la acción transcurrió entre el 28 de junio de 2009 (sic) y el 28 de junio de 2011(sic). No obstante, dicho término se suspendió entre el 8 de marzo de 2010 con la solicitud de conciliación prejudicial y el 3 de junio de 2010, con la expedición de la constancia de ausencia de ánimo conciliatorio entre las partes. Entonces, para la fecha de presentación de la demanda, esto es, el 23 de junio de 2010, no había caducado la acción.
2. Legitimación en la causa: Precisó que en virtud a lo preceptuado por el artículo 87 del C.C.A, las firmas demandantes fueron contratistas del Distrito Capital de Bogotá, en según contrato de obra No. 284 de 2005, en consecuencia están legitimadas en la causa por activa y por pasiva en el presente asunto.

3. Acta de Terminación y de Liquidación Contractual : Frente al hecho que alega el demandante que suscribió el acta de liquidación bajo la convicción que se trataba del acta de terminación, expresó que de las pruebas se puede inferir que esto fue así, pues no existe ningún elemento que haga suponer la renuncia a sus reclamaciones a pesar de la negativa de la interventoría. Sin embargo, precisa que dicha actuación no constituye un error que vicie de nulidad el acta de liquidación del contrato, por cuanto la firma del contratista en dicho documento fue producto de la falta de cuidado y esmero del demandante, quien no se percató que se trataban de documentos diferentes. Por esta razón, no es admisible afirmar en este caso que se incurrió en un yerro respecto de la especie de acto o contrato que se ejecuta o celebra por la remisión en un solo paquete, por la potísima razón que el contratista demandante es experto por dedicarse a la celebración y ejecución de este tipo de contratos, ni mucho menos tildarse de irregular o torticera.

Concluye diciendo, que al no haberse acreditado la nulidad alegada del acta del liquidación del contrato de obra No.284 de 2005 no es posible hacer pronunciamiento alguno sobre las pretensiones de incumplimiento y de reconocimiento de mayores costos administrativos, variación de precios de materiales y los costos jurídicos y por los fundamentos antes expuestos, se niegan las pretensiones de la demanda.

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

Contra lo así resuelto y estando dentro del término legal para hacerlo, la parte demandante interpuso recurso de apelación
, donde sustentó su desacuerdo con el fallo de primera en instancia, en que no se apreciaron las pruebas documentales y testimoniales en su conjunto al momento de decidir y las cuales conducían a demostrar que sí existía nulidad del acta de liquidación final del Contrato No. 284 de 2005, por los siguientes motivos:

1. Por encontrarse viciado el consentimiento con la firma del documento por parte del representante legal del contratista, por considerar que al haber firmado dicho documento con la convicción de que se trataba de una copia del acta de terminación del contrato (yerro respecto del acto contrato que se ejecuta); 2. Porque no es un acuerdo de voluntades toda vez que el contratista se retractó de la firma al darse cuenta del error, acto que realizó cinco meses antes de que la contratante firmara el acta; 3. Porque la información contenida en el documento -acta de liquidación-, es falsa toda vez que las partes nunca se reunieron para tratar el tema de la liquidación del contrato menos para firmarla; 4. Porque la acta de liquidación tiene como fecha 27 de junio de 2008 y se demostró en el proceso que la terminación del contrato se firmó por el contratante después del 4 de septiembre de 2008, luego no era posible suscribir primero el acta de liquidación del contrato y luego el acta de terminación; 5. Porque el acta de liquidación del contrato fue firmada por la contratante en un acto de mala fe, a sabiendas de que el contratista no estaba de acuerdo con su contenido (el 17 de diciembre de 2008), luego de que la contratista se retractara de la firma; y 6. Porque en el acta de liquidación del contrato la contratante vulneró el derecho del contratista a dejar salvedades en la misma. Para lo cual el recurrente relaciona los oficios y comunicaciones dejadas de apreciar y valorar por el A quo.

Corolario de lo anterior, la parte demandante solicitó revocar la sentencia de primer instancia, por existir un vicio del consentimiento (error) al suscribir el acta final de liquidación por parte del representante legal del accionante, por que se presentó incumplimiento por la entidad contratante que dio lugar al desequilibrio económico del cual se espera reconocimiento por parte del fallador.

Concedido el recurso por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca
, esta Corporación lo admitió
 y finalmente ordenó correr traslado
 a las partes para que presentaran los alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que emitiera el concepto de rigor. Las partes presentaron los alegatos reiterando los mismos argumentos expuestos a lo largo del proceso y el Ministerio Público guardó silencio en esta etapa procesal.
Así pues, no advirtiéndose causal de nulidad que pueda invalidar lo actuado se procede a desatar la alzada previa las siguientes:

IV.  CONSIDERACIONES
Para resolver lo pertinente, la Sala, retomando la problemática jurídica propuesta por los actores, precisará el alcance de los conceptos adoptados como ratio decidendi para sustentar su decisión: (1) Liquidación de los contratos, (2) Caducidad de la acción y (3) el análisis del caso concreto.

1. Liquidación de los contratos

Inicialmente el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 preceptuaba que “los contratos de tracto sucesivo, aquellos cuya ejecución o cumplimiento se prolongue en el tiempo y los demás que lo requieran, serán objeto de liquidación de común acuerdo por las partes contratantes, procedimiento que se efectuará dentro del término fijado en el pliego de condiciones o términos de referencia o, en su defecto, a más tardar antes del vencimiento de los cuatro (4) meses siguientes a la finalización del contrato o a la expedición del acto administrativo que ordene la terminación, o a la fecha del acuerdo que la disponga…”
 

Por su parte, el artículo 136 del Código Contencioso Administrativo en la redacción que tenía antes del 8 de julio de 1998,
 señalaba en su inciso 7º que la caducidad de las acciones “relativas a contratos caducarán en dos (2) años de ocurridos los motivos de hecho o de derecho que le sirvan de fundamento”.

De lo anterior se dedujo por ese entonces que el término de dos (2) años para la caducidad de las acciones derivadas de los contratos que requirieran de liquidación empezaba a correr a partir del momento en que la liquidación se realizara o, si ella no se hubiere hecho, a partir de la conclusión del término que tenía la Administración para hacerlo unilateralmente.

Así lo dijo esta Corporación en auto de 8 de junio de 1995
 en el que expresó:

“En materia contractual habrá que distinguir los negocios que requieren de una etapa posterior a su vigencia para liquidarlos, de aquellos otros que no necesitan de la misma. En éstos, vale decir, para los cuales no hay etapa posterior a su extinción, cualquier reclamación judicial deberá llevarse a cabo dentro de los dos años siguientes a su fenecimiento. Para los contratos, respecto a los cuales se impone el trámite adicional de liquidación, dicho bienio para accionar judicialmente comenzará a contarse desde cuando se concluya el trabajo de liquidación, o desde cuando se agotó el término para liquidarlo sin que se hubiere efectuado, bien sea de manera conjunta por las partes o unilateralmente por la administración”.

Posteriormente esta misma Corporación en providencia del 22 de junio de 2000
 rememoró las posiciones que ella había asumido en punto del plazo que tenía la Administración para liquidar unilateralmente un contrato:

“En sentencia dictada en el proceso 5.334, proferida el día 11 de diciembre de 1989, la Sala expresó, haciendo referencia a otros fallos, que cuando termina un contrato, normal o anormalmente, y no existe acuerdo entre las partes, la Administración debe liquidarlo unilateralmente; que si bien la ley no fija plazos para efectuarla de mutuo acuerdo, encuentra que el “término plausible” debe ser el de cuatro meses contados a partir de aquella terminación. 

En cuanto a la liquidación unilateral dicha sentencia expresó que si no se logra acuerdo entre los contratantes, después de vencidos los cuatro meses, la Administración debía liquidar unilateralmente el contrato dentro de los dos meses siguientes; se afirmó que: 

“Para efecto de determinar la fecha de liquidación del contrato, la Sala ha venido aceptando como término plausible el de cuatro meses: dos, a partir del vencimiento del contrato para que el contratista aporte la documentación adecuada y dos para que el trabajo se haga de común acuerdo (Sent. Enero 29/88, Exp. 3615. Actor Darío Vargas). A falta de acuerdo, estima la Sala que la entidad contratante debe proceder a la liquidación unilateral dentro de los dos meses siguientes al vencimiento del término para hacer la liquidación de común acuerdo. Aunque este nuevo plazo no está previsto por la ley de manera específica, coincide con el consagrado legalmente para que se produzca el fenómeno del silencio administrativo negativo (Decreto ley 2.304 de 1989, arts. 1º y 7º) y, por esta razón, lo adopta la Sala para eventos como el que aquí se presenta” (Sentencia de noviembre 9, 1989, Expedientes Nos. 3265 y 3461. Actor: Consorcio CIMELEC LTDA-ICOL LTDA). Destacado con negrilla por fuera del texto original.”

Así que en conclusión, de acuerdo con lo citado y transcrito, se tiene que antes de la vigencia del artículo 60 de la Ley 80 de 1993 y del artículo 44 de la Ley 446 de 1998, la jurisprudencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado ya tenía establecido que los contratos que requirieran de liquidación debían ser liquidados dentro de los cuatro (4) meses que seguían a su terminación y que si ésta no se hacía en esa oportunidad, la entidad estatal debía liquidarlo unilateralmente dentro de los dos (2) meses siguientes al vencimiento del término anterior.

Este criterio jurisprudencial fue el que finalmente se convirtió en disposición legal al consagrar, de un lado, el artículo 60 de la Ley 80 de 1993 que los contratos debían liquidarse dentro de los cuatro (4) meses siguientes a su terminación y al prever, de otro lado, el artículo 44 de la Ley 446 de 1998 que si la administración no lo liquidaba dentro de los dos (2) meses que siguen al plazo establecido legal o convencionalmente para ello, el interesado podía acudir para ese efecto ante la jurisdicción, dentro de los dos años siguientes al incumplimiento de la obligación de liquidar.

Pues bien, todo lo anterior se resume en que por la época en que se terminó el contrato que ha dado lugar a este proceso, esto es el 17 de agosto de 2007, las partes tenían un plazo de cuatro (4) meses para liquidar el contrato de común acuerdo, término que fue señalado contractualmente y que coincide con el legal en virtud de lo dispuesto por el artículo 60 de la Ley 80 de 1993, y si no lo lograban liquidar, la Administración debía hacerlo dentro de los dos (2) meses siguientes, plazo éste que había sido elaborado jurisprudencialmente pero que luego se convirtió en legal en razón de lo preceptuado por el artículo 44 de la Ley 446 de 1998.

Una vez concluidos estos dos términos, es decir los cuatro (4) meses iniciales y los dos (2) meses que le siguen, empezaban a correr los dos (2) años que la ley preveía en aquel entonces y prevé ahora como término de caducidad.

2.  Caducidad de la acción. 

Sobre la caducidad de la acción
 se sabe que éste es un fenómeno jurídico que implica la imposibilidad de formular ante la jurisdicción unas determinadas pretensiones habida cuenta de que ha transcurrido el término que perentoriamente ha señalado la ley para ejercitar la correspondiente acción.

La seguridad jurídica y la paz social son las razones que fundamentalmente justifican que el legislador limite desde el punto de vista temporal la posibilidad de aducir ante el juez unas concretas pretensiones y por ello se dice que la caducidad protege intereses de orden general.

Los términos para que opere la caducidad están siempre señalados en la ley y las normas que los contienen son de orden público, razones por las cuales son taxativos y las partes no pueden crear término alguno de caducidad.

La caducidad opera de pleno derecho, es decir que se estructura con el solo hecho de transcurrir el tiempo prefijado para ello, y por lo tanto el juez puede y debe decretarla aún de oficio cuando aparezca que ella ha operado.

La caducidad produce sus efectos frente a todas las personas sin que sea admisible ninguna consideración sobre determinada calidad o condición de alguno de los sujetos que interviene en la relación jurídica o que es titular del interés que se persigue proteger mediante la respectiva acción.

Finalmente la caducidad, precisamente por ser de orden público, no puede ser renunciada, no se suspende y no se interrumpe sino en los limitados casos exceptuados en la ley.

Pues bien, de todas estas características que se han mencionado emerge que una vez que se da el supuesto de hecho que el legislador ha señalado como comienzo del término de caducidad, él indefectiblemente empieza a correr y en ningún caso queda en manos de alguna de las partes la posibilidad de variar el término prefijado en la ley.

Por consiguiente si, cuando es menester la liquidación del contrato, hay un plazo legalmente señalado para realizarla, bien sea de común acuerdo o bien sea de manera unilateral, y si la caducidad de la acción contractual empieza a correr a partir de la respectiva liquidación, es conclusión obligada que si el plazo legalmente previsto para realizar la liquidación concluye sin que esta se hubiere hecho, irremediablemente el término de caducidad habrá empezado a correr a partir de la conclusión de este último momento y por ende ninguna incidencia tendrá en el término de caducidad una liquidación posterior.

Sostener lo contrario sería tanto como argumentar que el término de caducidad puede quedar al arbitrio de alguna de las partes.

En efecto, de no ser como se viene afirmando se llegaría a la extraña e ilegal situación de existir un término de caducidad superior al previsto en la ley en virtud de la decisión de alguna de las partes, tal como ocurriría por ejemplo en la hipótesis en que la liquidación del contrato viene a hacerse después de haber transcurrido trece (13) o más meses desde que concluyeron los plazos legalmente previstos para liquidar el contrato.

Y es que la posición que aquí se critica impondría la obligada pero errada e ilegal conclusión consistente en que el término de caducidad ya no sería de dos años contados a partir del momento en que vencieron los términos legales para liquidar el contrato, sino de treinta y tres o más meses (13 o más desde el vencimiento de los términos legales para liquidar el contrato y 24 más a partir de la liquidación extemporánea), todo por decisión de quien o quienes liquidaron el contrato por fuera de los términos legalmente previstos para ello.”
  

Así las cosas, para el caso de la acción contractual, el Código Contencioso señala en el artículo 136 numeral 10 que el término de caducidad será de dos (2) años contados  a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento. Es decir, que pasados dos años desde la fecha de la ocurrencia de las circunstancias que dan origen a la acción, el Juez de conocimiento deberá decretar probada la excepción de caducidad, aun si la parte demandada no lo ha solicitado. 
Precisado lo anterior, pasa la Sala a abordar el análisis del caso concreto. 

3. El Caso Concreto

Inicialmente la Sala se detendrá a analizar si la acción contractual incoada por la parte demandante se encuentra caducada, o si por el contrario, fue interpuesta en tiempo y  en caso de que no se configure este fenómeno jurídico, se procederá a revisar los pedimentos del recurrente. 

3.1 Hechos probados

Así pues, se debe señalar que de acuerdo con el material probatorio obrante en el expediente, se encuentra demostrado que el Consorcio TDF integrado por las firmas Vindico S.A y Constructora A&C S.A., suscribieron con el Distrito Capital de Bogotá, el Contrato de Obra No. 284 del 28 de diciembre de 2005
, cuyo objeto era la ejecución de las obras para el mejoramiento integral (incluye reforzamiento y mejoramiento), de acuerdo a los planos, detalles, especificaciones y cantidad de obras entregadas por la SED de la Institución Educativa COUNTRY SUR, con un plazo inicial de 8 meses y un valor de $3.003.385.963,31.

Igualmente, se probó mediante acta de inicio
 que el contrato efectivamente comenzó su ejecución el 21 de marzo de 2006.

Que en el transcurso de la ejecución del contrato en cuestión, se suscribieron cinco (5) modificaciones y una (1) suspensión, algunas en valor y otras en plazo, discriminadas así:

	Modificatorios
	Fecha
	Plazo (días)
	Valor

	Contrato No. 084
	28/12/2005
	245
	$3’003’385.963,31

	No. 1
	23/10/2006
	120
	$922.378.108,92

	No. 2
	27/02/2007
	20
	

	No. 3
	03/03/2007
	30
	

	No. 4
	09/05/2007
	45
	

	No. 5 
	22/06/2007
	25
	$329.381.351,15

	Suspensión No. 1
	11/07/2007
	30
	

	Total
	
	485
	$4.255.145.423,38


Del mismo modo, se pudo constatar que las partes suscribieron el día 17 de agosto de 2007 acta de terminación
 del contrato No. 284 del 28 de diciembre de 2005 y que el contrato lo liquidaron el 27 de junio de 2008

También, se evidenció que las partes convinieron expresamente en el Contrato de obra No. 284 del 28 de diciembre de 2005, que la liquidación de mutuo acuerdo se realizaría dentro de los cuatro (4) meses contados a partir de la fecha de finalización del contrato, o de la fecha de expedición del acto que ordene a terminación o de la fecha del acuerdo que lo disponga, y adicionalmente, se indicó los dos casos, en los cuales sería procedente de oficio y de manera unilateral por parte de la entidad contratante efectuar esta liquidación mediante resolución motivada susceptible del recurso de reposición, estos casos son: Cuando el Contratista se negare a suscribir el Acta de Liquidación, dentro de los 10 días calendarios al recibo de la misma y cuando habiéndose solicitado al Contratista la constitución de las garantía correspondientes, no cumpliese con dicho requisito, así lo indicó textualmente la cláusula Décima octava y su parágrafo. 

“DECIMA OCTAVA: LIQUIDACIÓN DEL CONTRATO: Dentro del término de cuatro (4) meses contados desde la fecha de finalización del contrato, o de la fecha de expedición del acto que ordene la terminación o de la fecha del acuerdo que lo disponga, el Contratista y el interventor suscribirán un acta de liquidación en donde se incluirá el estado contable del contrato, el valor final del mismo, los datos de la garantía única con sus respectivos amparos y vigencias, así como la certificación del cumplimiento por parte del contratista de las obligaciones adquiridas por él y la descripción de los trabajos adelantados con sus respectivas fechas de iniciación y terminación. (…) PARÁGRAFO: LIQUIDACIÓN UNILATERAL: LA SED, liquidará de oficio y unilateralmente el Contrato mediante resolución motivada susceptible del recurso de reposición en los siguientes casos: A) Cuando el Contratista se negare a suscribir el Acta de Liquidación, dentro de los 10 días calendarios al recibo de la misma. B) Cuando habiéndose solicitado al Contratista la constitución de las garantía correspondientes, no cumpliese con dicho requisito.”

En el contrato antes referido, también se estipuló en la cláusula Vigésima Séptima sobre Disposiciones legales, que “le serán aplicables a este contrato las disposiciones legales establecidas en el Decreto 1421 de 1993 y la ley 80 de 1993, que regulan la contratación estatal y las demás normas que las adicionen complementen”

De manera pues que, la Sala como primera medida pasa a determinar si la acción contractual que interpusieron las sociedades Vindico S.A y Constructora A&C S.A. fue presentada dentro del término de los dos años contados a partir del día siguiente a la ocurrencia de los motivos de hecho o de derecho que les sirvan de fundamento, de acuerdo con lo consagrado el numeral 10 del artículo 136 del Código Contencioso Administrativo.
Así las cosas, tenemos que para determinar si realmente operó la caducidad, se deberá acudir primero a lo acordado contractualmente, esto significa, que las partes debían liquidar bilateralmente el contrato dentro de los cuatro meses siguientes a su terminación, de lo cual se puede concluir que, si la terminación o finalización del plazo contractual se dio el 17 de agosto de 2007, como así lo indicó el recurrente en su demanda e igualmente se contempló en el acta de terminación suscrita por las partes, el plazo máximo para llevar a cabo la liquidación bilateral sería el 18 de diciembre de 2007. 

Además precisó el contrato tantas veces referido, que la entidad contratante liquidará unilateralmente y de oficio, cuando el contratista se negare a suscribir el acta dentro de los 10 días siguientes al recibo o cuando no constituya las garantías solicitadas por la accionada, como quiera que así no se hizo, seguidamente empezaron a transcurrir los dos (2) meses para que la Administración lo liquidara unilateralmente, pues no se estableció en el contrato un plazo diferente. Ahora, no habiéndose liquidado tampoco de manera unilateral, el término de caducidad de dos años comenzó a contarse al vencerse éste último término de dos (2) meses para la liquidación unilateral.
Con otras palabras, habiendo terminado el contrato el 17 de agosto de 2007, los cuatro (4) meses que siguen vencieron el 18 de diciembre de 2007, los dos (2) meses subsiguientes culminaron el 18 de febrero de 2008, y la caducidad de dos (2) años se consolidó u operó el 18 de febrero de 2010.

De esta manera, si la demanda se presentó el 23 de junio de 2010
 es evidente que la caducidad ya había operado puesto que, como ya se dijo, la liquidación extemporánea ninguna incidencia tiene en el término de caducidad, ya que este empezó a correr de manera irremediable desde que concluyeron los plazos convenidos y a falta de estos se someterá a los plazos legales para realizarla.

Es decir, el hecho de que la Administración haya liquidado bilateralmente el contrato el  27 de junio de 2008, es decir, por fuera del plazo para liquidarlo de común acuerdo (4 meses) o unilateralmente como lo señaló la ley, (2 meses), esto es, los seis meses siguientes a la terminación del negocio, no implica que entonces se tengan dos años más para el ejercicio oportuno de la acción, pues, se repite, los términos de caducidad son de orden público y por consiguiente inmodificables por el querer de las partes.

Entender lo contrario conduciría en este caso, a que el término de caducidad sea de dos años y  cuatro meses, cuando el mandato de la ley es que ella opere a los dos años contados a partir de la liquidación del contrato pero, por supuesto, siempre y cuando que esta liquidación sea oportuna, ya que si este acto no se produce en los términos ya mencionados, a la conclusión de estos empieza a correr irremediable e indefectiblemente el término de la caducidad, sin que un acto liquidatorio posterior tenga la virtualidad de alterar el término legalmente previsto para la decadencia de la acción. 

Ni tampoco puede la Sala aceptar que existió suspensión de términos, por haberse solicitado ante la Procuraduría la realización de audiencia de conciliación extrajudicial, ya que esta fue pedida de acuerdo con lo señalado en el acta, el día 8 de marzo de 2010, es decir, cuando ya había operado la caducidad aludida.

El Tribunal bajo una apreciación errónea inició la contabilización del término de caducidad a partir de la fecha de suscripción del acta de liquidación bilateral, sin percatarse, que esta se había efectuado por fuera de los términos establecidos contractualmente. Esta situación lo llevó a concluir que no había operado el fenómeno de la caducidad y por lo tanto, procedió a decidir de fondo el asunto negando las pretensiones de la demanda, razón por la cual, la sentencia apelada debe ser revocada para simplemente declarar la caducidad de la acción.

En mérito de lo expuesto la Subsección C de la Sección Tercera de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

R E S U E L V E

REVOCAR la sentencia proferida por el 17 de mayo de 2013 por Tribunal Administrativo de Cundinamarca - Sección Tercera - Subsección C de Descongestión  y en su lugar dispone: 

PRIMERO: DECLARAR probada la excepción de caducidad, por las consideraciones expuestas en esta providencia. 
SEGUNDO: DEVOLVER el expediente al Tribunal de origen. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

OLGA MÉLIDA VALLE DE DE LA HOZ
Presidenta de la Sala

GUILLERMO SÁNCHEZ LUQUE

Magistrado

JAIME ORLANDO SANTOFIMIO GAMBOA

Magistrado Ponente
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